
 
9 de octubre del 2013 
 
 
Compliance Advisor Ombudsman 
2121 Pennsylvania Avenue NW  
Washington, DC 20433 
Cao-compliance@ifc.org 
  

Estimado CAO: 

Nosotros, las comunidades indígenas Lencas de la región conocido como Río Blanco,  lo 
cual forma parte del municipio de Intibucá, en el departamento de Intibucá, Honduras,  
organizadas al Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas  de Honduras 
COPINH, denunciamos que hemos sido gravemente perjudicados por el Proyecto 
Hidroeléctrico Agua Zarca de la empresa Desarrollos Energéticos, SA (DESA).  

El Proyecto Hidroeléctrica Agua Zarca aparentemente está financiado por el CAMIF 
(Fondo de Inversión Mezzanine de Centro América), ya que en el Informe Anual del Banco 
Centroamericana de Integración Económica (BCIE) del 2012, menciona que el Proyecto 
Hidroeléctrico Agua Zarca además del préstamo de parte del BCIE cuenta con una 
inversión co-estructurado entre CAMIF y el FMO.  CAMIF está financiado con recursos de 
la Corporación Internacional Financiera (CIF) del Banco Mundial.  Es notable que no existe 
información accesible al público en relación a los préstamos de CAMIF en cualquier fase 
de ejecución.   

En el año 2010 el gobierno de Honduras, el cual en este momento no fue reconocido por la 
mayor parte de los gobiernos de la región, extendió una concesión para la construcción de 
la hidroeléctrica Agua Zarca en el rio Gualcarque sin haber primero realizado una consulta 
con nuestras comunidades Lencas.   

Aprovechando de un sistema de justicia fundamentalmente viciado por corrupción y los 
gobiernos municipales también viciado por corrupción y racismo, condiciones quienes se 
agravaron de forma marcada después del golpe de estado del 2009, la empresa DESA entra 
en 2012 a usurpar nuestras tierras y recursos naturales con el apoyo de las fuerzas de 
seguridad estatal.  La empresa DESA ha adquirido supuestos títulos a terrenos dentro del 
territorio indígena de Río Blanco por parte de la corporación municipal de Intibuca.  Estos 
títulos fueron recién creados dentro de nuestros tierras ancestrales a través de procesos de 
titulación que violentan normativas jurídicos nacionales y la Convención 169 de la 
Organización Internacional de Trabajo, ratificado por Honduras en 1994, por lo cual ya 
forma parte del cuerpo jurídico de Honduras.      

Desde el 1 de abril del 2013, ante la participación del propio gobierno de Honduras en la 
violación de nuestros derechos legítimos, tomamos la decisión de cerrar el paso de la 
empresa a nuestro Río Gualcarque.  Sin tomar las acciones mencionadas, nuestras 
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comunidades estamos en riesgo de ser desalojados de manera permanente de nuestro 
territorio ancestral. 

Ante los actos en defensa de nuestro derechos y vidas, la empresa DESA, sicarios a su 
empleo, las fuerzas de seguridad estatal y el supuesto  sistema de justicia de Honduras han 
dedicado a criminalizarnos, inventando acusaciones falsas contra nuestros compañeros y 
líderes Lencas, y reprimirnos con violencia, hasta llegar al extremo del asesinato de nuestro 
compañero Tomas García el día 15 de julio del 2013 a manos de un soldado, asesinato de 
sangre fría sin provocación ni aviso para la cual el asesino anda en condiciones de libertad.   

Además, DESA ha lanzado una campaña de criminalización contra los líderes de nuestra 
organización COPINH, lo cual aglutina Consejos Indígenas Lencas.  El día 20 de 
septiembre fue emitido una orden de captura contra Berta Cáceres, Coordinadora de 
COPINH, ordenando que la defensora de derechos indígenas espera juicio privada de 
libertad, a pesar de que las acusaciones contra ella y los compañeros Tomas Gómez y 
Aureliano Molina son infundadas y racistas.  Los acusan de haber inducido a las 
comunidades de Rio Blanco de haber tomado la carretera de acceso para la construcción de 
la represa.  La única evidencia que presentaron fueron las declaraciones que los tres han 
emitidos en defensa del derecho de nuestras comunidades Lencas de Rio Blanco de 
defender sus legítimas derechos de territorio.   

Por todo lo anterior, solicitamos al CAO que se audita el préstamo del CIF al CAMIF con 
el objetivo de parar las violaciones de nuestros derechos. 

  

Atentamente 
 

 

 

Coordinadora General 

COPINH 

 

 


